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HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS,


HONORABLE SENADO:








	La Comisión Mixta constituida en conformidad con lo dispuesto por el artículo 68 de la Constitución Política tiene el honor de proponeros la forma y modo de resolver las divergencias suscitadas entre ambas ramas del Congreso Nacional, durante la tramitación del proyecto de ley de la referencia.





	La H. Cámara de Diputados, en sesión celebrada el día 12 de julio de 2000, designó como integrantes de la Comisión Mixta a los HH. Diputados señores Rodrigo Alvarez Zenteno, Juan Bustos Ramírez, Sergio Elgueta Barrientos, Alberto Espina Otero y Zarko Luksic Sandoval.





	El H. Senado, por su parte, en sesión celebrada el día 18 de julio, nombró para este efecto a los HH. Senadores miembros de su Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.





	La Comisión Mixta se constituyó y dio cumplimiento a su cometido el día 1 de agosto de 2000, con la asistencia de sus miembros HH. Senadores señores Díez, Silva y Zurita, y HH. Diputados señores Elgueta, Espina y Luksic. La presidió el H. Senador señor Sergio Díez Urzúa.





	Además de sus integrantes, asistieron a la discusión de este proyecto de ley el H. Senador señor Fernando Cordero, el Subsecretario del Interior don Jorge Burgos y el Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia, don Francisco Maldonado.





- - -





	Las divergencias suscitadas entre ambas Cámaras radican en el rechazo de la H. Cámara de Diputados a cuatro de las modificaciones acordadas por el H. Senado en el segundo trámite constitucional: la incorporación de los numerales 6 y 7 nuevos en el artículo 1º, la supresión en el mismo artículo del numeral 2 y la enmienda introducida al artículo 4º.








Artículo 1º





Número 6 del H. Senado





	El H. Senado, en el segundo trámite constitucional, incorporó este numeral en el artículo 1º del proyecto de ley, destinado a precisar en el artículo 248 del Código de Procedimiento Penal que la referencia que en él se contiene al artículo 194 del mismo cuerpo legal se hace al inciso tercero de dicho artículo.





	El artículo 248 dispone que la citación a comparecer que se extienda a los inculpados de hechos punibles de menor entidad –sancionados con pena de falta, inhabilitación para cargos u oficios públicos o profesiones titulares o penas privativas de libertad de no más de quinientos cuarenta días- se hará en la forma prevenida en los artículos 194, 195 y 196 y contendrá, además, el apercibimiento de que, si el inculpado o procesado no comparece, se librará contra él orden de detención o prisión, según los casos.





	Cabe recordar que el artículo 194 ordena, en el inciso primero, que el juez mandará extender orden de citación para cada persona designada como testigo que, residiendo en el territorio de su jurisdicción, no fuere de las exceptuadas por el artículo 191. Precisa en el inciso segundo que la orden será firmada por el secretario y en ella se expresarán el día, hora y lugar que el testigo debe presentarse. El inciso tercero establece que, cuando sea urgente el examen de un testigo, podrá citársele verbalmente para que comparezca en el acto sin esperar que se expida orden escrita de citación; pero se hará constar en los autos el motivo de la urgencia.





	En consecuencia, la modificación al artículo 248 tiene por propósito aclarar que los inculpados de hechos punibles que no justifican la detención, sino que únicamente la citación al tribunal, pueden ser citados en forma verbal en caso de urgencia, sin necesidad de esperar la expedición por escrito de la correspondiente citación.





	En relación con este punto, el H. Diputado señor Elgueta hizo notar que la aplicación a los inculpados -por mandato del artículo 248- de las reglas dadas para los testigos en los artículos 194, 195 y 196 puede suscitar dificultades en virtud de las enmiendas que este mismo proyecto de ley introduce a estas últimas disposiciones, al establecer la notificación por carta certificada en lugar de la notificación personal o por cédula.





	La situación jurídica de los testigos –subrayó- es distinta de la de aquellos a quienes se atribuye la comisión de un hecho punible y que, como consecuencia de las nuevas reglas, que no exigen que sean citados personalmente, quedan expuestos a no enterarse de la existencia de la citación hasta que sean privados de libertad por falta de comparecencia. Por eso, hizo presente la necesidad de que, sin perjuicio de mantener una primera citación por carta certificada, se establezca la citación personal del inculpado o procesado como requisito para que, si no comparece, se pueda librar en su contra orden de detención o de prisión, según los casos.





	Con el objeto de solucionar este inconveniente, que compartió la Comisión Mixta, el señor Subsecretario del Interior propuso redactar el artículo 248 de forma que, en primer lugar, se mantenga la regla de que la citación, en estos casos, deba hacerse en la forma prevenida en los artículos 194 y 195. Se elimina la mención del artículo 196, porque éste contempla una notificación subsidiaria por cédula, previo decreto judicial, si no fuere encontrada la persona a quien se debe citar, mecanismo que no se aviene con el carácter personal de la notificación que se instaura en seguida.





	En efecto, a continuación planteó señalar que, si el inculpado o procesado citado de esa manera no compareciere, la citación se practicará en forma personal por cualquier ministro de fe o empleado del tribunal y contendrá el apercibimiento de que, si no comparece, se librará contra él orden de detención o de prisión, según los casos.





	La Comisión Mixta coincidió en que esa sugerencia se hace cargo satisfactoriamente de la preocupación suscitada por la norma en estudio, en el sentido de asegurar que el inculpado o procesado por faltas o delitos que sólo justifican citación efectivamente tome conocimiento de ésta, así como del apercibimiento de privarlo de libertad si no compareciere.





	- En consecuencia, el número 6 del artículo 1º que proponemos fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Mixta, HH. Senadores señores Díez, Silva y Zurita y HH. Diputados señores Elgueta y Luksic.








Número 7 del H. Senado





	El H. Senado, en el segundo trámite constitucional, consideró en este numeral del artículo 1° el reemplazo del artículo 260 bis del Código de Procedimiento Penal.





	La disposición aprobada por el H. Senado permite a la policía solicitar la identificación de cualquier persona en casos fundados, tales como la existencia de un indicio de que ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen, simple delito o falta, de que se dispusiere a cometerlo, o de que pudiere suministrar informaciones útiles para la indagación de un crimen, simple delito o falta.





	Para tal efecto, ordena que la identificación se realice en el lugar en que la persona se encuentre, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula nacional de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El funcionario deberá darle facilidades para encontrar y exhibir estos instrumentos.





	En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad, o si habiendo recibido las facilidades del caso no le ha sido posible hacerlo, la policía la conducirá a la unidad policial más cercana para fines de identificación. Tratándose del caso de negativa, deberá ser citado ante la autoridad correspondiente para responder por la falta establecida en el artículo 496 Nº5 del Código Penal.  Si no ha podido acreditar su identidad, se le darán en ese lugar facilidades para procurar una identificación satisfactoria por otros medios distintos de los ya mencionados. Si esto último no resultare posible, se ofrecerá a la persona ponerla en libertad de inmediato si autorizare por escrito que se le tomen fotografías y huellas digitales, las que sólo podrán ser utilizadas para fines de identificación. 





	El precepto advierte que, en cualquier caso que hubiere sido necesario conducir a la persona a la unidad policial, el funcionario que practique el traslado deberá informarle verbalmente de su derecho a que se comunique a su familia, o a la persona que indique, de su permanencia en el cuartel policial. El afectado no podrá ser ingresado a celdas o calabozos, ni mantenido en contacto con personas detenidas.





	Finalmente, establece que la facultad policial de requerir la identificación de una persona deberá ejercerse del modo más expedito posible, no pudiendo prolongarse el conjunto de los trámites establecidos en este artículo por más de cuatro horas.





	La Comisión Mixta tomó nota de que los principales reparos que se plantearon en la H. Cámara de Diputados respecto de esta disposición se refieren a dos órdenes de materias.





	Por una parte, la extensión de la facultad concedida a la policía para solicitar la identificación, que se consideró demasiado amplia en la medida que incluye a las faltas entre los hechos punibles que podrían dar lugar a los procedimientos que regula este artículo.





	Por otro lado, la posibilidad de que se tomen fotografías y huellas digitales de la persona a quien se trata de identificar, que mereció observaciones en el sentido de que daría lugar a una suerte de prontuario, y de que obligaría a contar con funcionarios dedicados a esas labores, lo que sería contrario al propósito de liberar personal de la realización de funciones administrativas que persigue el proyecto de ley.





	En relación con el primer aspecto, el señor Subsecretario del Interior y el señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia sugirieron limitar la aplicación de los procedimientos para obtener la identificación de una persona que contempla el artículo sólo a los casos de crímenes o simples delitos, eliminando el caso de las faltas. 





	- La Comisión Mixta, por la unanimidad de sus integrantes, HH. Senadores señores Díez, Silva y Zurita y HH. Diputados señores Elgueta, Espina y Luksic, acogió esa propuesta.





	Respecto de la segunda materia, los señores representantes del Ejecutivo recomendaron suprimir la posibilidad de tomar fotografías, conservando sólo la de que la persona cuya identidad se trata de determinar estampe voluntariamente su huella digital. Hicieron presente que las huellas digitales es el mecanismo más adecuado para los fines de identificación que se persiguen, y que las fotografías no aportan elementos significativamente valiosos para tal propósito.





	El H. Diputado señor Elgueta se manifestó en contra de este mecanismo porque entendió que resulta atentatorio de la libertad personal, desde el momento en que la persona se encuentra en una unidad policial a la que ha sido conducida, y el ofrecimiento de permitir que se retire a cambio de aceptar que se le tomen sus huellas digitales importa coaccionarla y pretender forzar su voluntad. De aceptarse la disposición, por lo demás, se estaría dando pie para la formación de verdaderos prontuarios policiales, que no se avienen con la ley sobre protección de datos personales aprobada recientemente por el Congreso Nacional. Manifestó sus dudas sobre la constitucionalidad de semejante precepto.





	Los demás HH. señores integrantes de la Comisión Mixta discreparon de ese punto de vista, considerando que los procedimientos que regula este artículo no afectan la libertad personal, sino que apuntan solamente a hacer efectiva la obligación que tiene toda persona de identificarse en caso de ser requerido por la autoridad competente, cuya infracción configura la falta señalada en el artículo 496, Nº 5, del Código Penal. El deber de identificarse, en la especie, aparece suficientemente justificado si se tiene en cuenta que se trata de personas respecto de las cuales existen indicios de que han cometido o intentado cometer un crimen o simple delito, de que se disponen a cometerlo o de que pudieren suministrar informaciones útiles para su indagación. En ese contexto, la disposición se limita a abrir un lapso máximo durante el cual la policía puede efectuar indagaciones tendientes a comprobar la identidad de una persona, y ofrece al interesado la opción de contribuir voluntariamente a la obtención de ese propósito.





	- La Comisión Mixta, por la mayoría de sus integrantes, compuesta por los HH. Senadores señores Díez, Silva y Zurita y los HH. Diputados señores Espina y Luksic, acogió la propuesta del Ejecutivo relativa a esta materia. Votó en contra el H. Diputado señor Elgueta.





	Por otra parte, reparó la Comisión Mixta en que, si una persona se niega a identificarse, no podrá extendérsele la citación ante la autoridad para responder por la falta establecida en el artículo 496, Nº 5, del Código Penal, como establece la disposición. Cabe recordar que tal precepto castiga las conductas de ocultar su verdadero nombre y apellido a la autoridad o a la persona que tenga derecho para exigir que los manifieste, o de negarse a manifestarlos o dar domicilio falso. Resolvió, por tanto, suprimir la alusión que se hace en ese sentido, con el objeto de que la situación quede regida por las normas generales.





	Finalmente, la Comisión Mixta estuvo de acuerdo en introducir otros cambios menores de forma al artículo aprobado por el H. Senado.





	- De acuerdo a lo expresado, el número 7 del artículo 1° resultó aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Mixta, HH. Senadores señores Díez, Silva y Zurita y HH. Diputados señores Elgueta, Espina y Luksic, con excepción del inciso segundo del nuevo artículo 260 bis del Código de Procedimiento Penal, que se aprobó con el voto en contra del H. Diputado señor Elgueta.








Número 2 de la H. Cámara de Diputados





	La H. Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, contempló agregar un inciso nuevo al artículo 264 del Código de Procedimiento Penal. En virtud de esa norma, si el aprehensor de una persona que ha cometido un delito flagrante es un agente de policía, se tendrán como testimonios legalmente prestados las declaraciones contenidas en las comunicaciones o partes que se envíen al tribunal, con la firma del funcionario aprehensor y la de su superior jerárquico. Si el juez estima estrictamente necesaria la comparecencia personal del funcionario policial, deberá adoptar las medidas para que sea atendido con preferencia a los demás citados y a primera hora de la audiencia respectiva





	El H. Senado, en el segundo trámite, no consideró este precepto, que no fue incluido en la indicación sustitutiva presentada por el Ejecutivo.





	Al respecto, el señor Jefe de la División Jurídica del Ministerio de Justicia explicó que el Ejecutivo desechó la inclusión de tal norma, por estimar que el principal motivo por el cual se cursa a la policía citaciones a declarar ya está abordado en el numeral 1 del artículo 1º de este mismo proyecto de ley, que modifica el artículo 83 del Código de Procedimiento Penal para disponer que los funcionarios policiales no serán citados a declarar acerca del hecho de haber recibido la denuncia de un hecho punible y del contenido expresado en ella por el denunciante.





	Añadió que la regla de que se trata se refiere a una situación específica, cuales son los hechos concernientes a delitos flagrantes en los cuales funcionarios policiales hayan intervenido como aprehensores. En tal caso, consideró que, para que el tribunal pueda dar por acreditado dentro del plazo legal los requisitos del auto de procesamiento, será preciso que, junto con las declaraciones del aprehensor, que podrían ser contradichas por otros testimonios, practique un careo entre él y el detenido. A su juicio, esa es la fórmula más apropiada, y no la de insertar reglas particulares que no son congruentes con las normas sobre medios de prueba y valor probatorio que consagra el propio Código de Procedimiento Penal.





	La Comisión Mixta disintió de ese parecer, porque juzgó que esta modificación guarda directa relación con el objetivo de la iniciativa de ley, que es reducir el número de actuaciones que deben realizar los funcionarios policiales con merma de su dedicación a su misión esencial, consistente en resguardar la seguridad pública.





	- En esa virtud, la Comisión aprobó con cambios formales el nuevo inciso del artículo 264 del Código de Procedimiento Penal, contemplándolo como numero 8 del artículo 1º del proyecto de ley. Adoptó ese acuerdo por la unanimidad de los integrantes presentes, HH. Senadores señores Díez, Silva y Zurita y HH. Diputados señores Elgueta, Espina y Luksic.








Artículo 4º





	La H. Cámara de Diputados, en el primer trámite constitucional, agregó un inciso segundo al artículo 17 del decreto con fuerza de ley Nº 196, de 1960, Ley Orgánica del Servicio Médico Legal. De acuerdo a ese precepto, en los casos de accidentes del tránsito, el responsable del establecimiento hospitalario o de salud debe arbitrar todas las medidas necesarias para que los exámenes que deban practicarse a fin de determinar las lesiones que hubiere sufrido una persona se efectúen en forma expedita, y permitan que los funcionarios de Carabineros y de la Policía de Investigaciones empleen el menor tiempo posible en la custodia de los lesionados que requieran la práctica de estos exámenes.





	El H. Senado, en el segundo trámite, amplió ese predicamento a los diversos casos que pueden presentarse, disponiendo que, si deben someterse a exámenes, o curaciones que no hagan necesaria la hospitalización, personas que se encuentren detenidas bajo la custodia de funcionarios de Carabineros o de la Policía de Investigaciones, el responsable del establecimiento arbitrará todas las medidas necesarias para que los exámenes o curaciones se efectúen en forma expedita y en el menor tiempo posible.





	El H. Diputado señor Luksic precisó que el motivo del rechazo de esta disposición por la H. Cámara de Diputados se fundó en que podría producir dificultades derivadas particularmente de que exige que las curaciones y exámenes se realicen “en el menor tiempo posible”, lo que en ciertos casos no se avendría con las urgencias médicas que corresponde calificar a los responsables del establecimiento.





	La Comisión Mixta y los señores representantes del Ejecutivo estuvieron de acuerdo en eliminar la referencia al “menor tiempo posible” para hacerse cargo de la referida inquietud, coincidiendo en que, además, la finalidad de la regla se alcanza satisfactoriamente con el mandato que subsiste en orden a que las aludidas acciones de salud se realicen “en forma expedita”.





	- De la manera reseñada, el artículo fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Mixta, HH. Senadores señores Díez, Silva y Zurita y HH. Diputados señores Elgueta, Espina y Luksic.








- - -








PROPOSICION





	En virtud de los acuerdos consignados anteriormente, vuestra Comisión Mixta os propone, como forma y modo de resolver las discrepancias surgidas entre ambas Cámaras a raíz de la discusión de esta iniciativa, aprobar las siguientes disposiciones:








Artículo 1º





Números 6, 7 y 8





	“6. Reemplázase el artículo 248 por el siguiente:





	“Artículo 248.- La citación a que se refiere el artículo precedente se hará en la forma prevenida en los artículos 194 y 195. Si el inculpado o procesado no compareciere, ésta se practicará en forma personal por cualquier ministro de fe o empleado del tribunal y contendrá el apercibimiento de que, si no comparece, se librará contra él orden de detención o de prisión, según los casos.”





	7. Sustitúyese el artículo 260 bis por el siguiente:





	“Artículo 260 bis.- La policía podrá solicitar la identificación de cualquier persona en casos fundados, tales como la existencia de un indicio de que ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen o simple delito, de que se dispusiere a cometerlo, o de que pudiere suministrar informaciones útiles para la indagación de un crimen o simple delito. La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos instrumentos.





	En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad, o si habiendo recibido las facilidades del caso no le ha sido posible hacerlo, la policía la conducirá a la unidad policial más cercana para fines de identificación. Si no ha podido acreditar su identidad, se le darán en ese lugar facilidades para procurar una identificación satisfactoria por otros medios distintos de los ya mencionados. Si esto último no resultare posible, se ofrecerá a la persona ponerla en libertad de inmediato si autorizare por escrito que se le tomen huellas digitales, las que sólo podrán ser utilizadas para fines de identificación.





	En cualquier caso que hubiere sido necesario conducir a la persona a la unidad policial, el funcionario que practique el traslado deberá informarle verbalmente de su derecho a que se comunique a su familia, o a la persona que indique, de su permanencia en el cuartel policial. Asimismo, no podrá ser ingresado en celdas o calabozos, ni mantenido en contacto con personas detenidas.





	La facultad policial de requerir la identificación de una persona deberá ejercerse de la forma más expedita posible. En caso alguno el conjunto de procedimientos detallados en los incisos precedentes podrá extenderse por un plazo mayor de cuatro horas.”





	8. Agrégase al artículo 264 el siguiente inciso segundo:





	"Si el aprehensor es un agente de policía, se tendrán como testimonios legalmente prestados sus declaraciones contenidas en las comunicaciones o partes que se envíen al tribunal, con la firma del funcionario aprehensor y la de su superior jerárquico. Si el juez estima estrictamente necesaria la comparecencia personal del funcionario policial, deberá adoptar las medidas para que sea atendido con preferencia a los demás citados y a primera hora de la audiencia respectiva.".








Artículo 4º





	“Artículo 4º.- Agrégase al artículo 17 del decreto con fuerza de ley Nº 196, de 1960, Ley Orgánica del Servicio Médico Legal, el siguiente inciso segundo:





	“En caso de que deban someterse a exámenes, o curaciones que no hagan necesaria la hospitalización, personas que se encuentren detenidas bajo la custodia de funcionarios de Carabineros o de la Policía de Investigaciones, el responsable del establecimiento arbitrará todas las medidas necesarias para que los exámenes o curaciones se efectúen en forma expedita.".








- - -








TEXTO DEL PROYECTO DE LEY








	De aprobarse la proposición anterior, el proyecto de ley quedaría como sigue.





PROYECTO DE LEY:





	“Artículo 1º.- Introdúcese las siguientes modificaciones en el Código de Procedimiento Penal:





	1. Intercálase, en el artículo 83, el siguiente inciso tercero nuevo, pasando los actuales incisos tercero y cuarto, a ser incisos cuarto y quinto, respectivamente:


	"No será necesario citar a declarar a dichos funcionarios policiales acerca del hecho de haber recibido la denuncia y del contenido expresado en ella por el denunciante.".





	2. Agrégase al artículo 90 el siguiente inciso, nuevo:


	"El acta de la denuncia describirá detalladamente el hecho punible y el lugar en que se cometió; individualizará de la forma más completa a la persona o cosa que ha sido objeto del delito, los presuntos culpables y los testigos, y, en general, contendrá los mayores datos que puedan servir para determinar el hecho punible, la persona del o de los responsables y las circunstancias que puedan influir en su calificación y penalidad. Dejará constancia, asimismo, de la información proporcionada a los testigos sobre el derecho a requerir reserva de su identidad y de aquellos que lo hayan ejercido, de conformidad a los incisos segundo y tercero del artículo 189.".





	3. Agrégase al artículo 91 el siguiente inciso, nuevo:


	“La comprobación inmediata del hecho denunciado a que se refiere el inciso anterior se llevará a cabo aunque la denuncia hubiere sido formulada ante la policía u otro tribunal. El denunciante no deberá concurrir a ratificar su denuncia, y sólo podrá ser citado a declarar cuando el juez por resolución fundada lo determine.".





	4. Reemplázase el artículo 195 por el siguiente:





	“Artículo 195.- La citación se notificará por carta certificada, dejándose testimonio en el expediente de la fecha de entrega de la carta a la oficina de correos, la individualización de dicha oficina y el número del comprobante emitido por ella, el cual se adherirá al expediente a continuación del testimonio.





	La notificación se entenderá practicada al quinto día hábil siguiente a la fecha recién aludida. Si la carta certificada fuera devuelta por la oficina de correos por no haberse podido entregar al destinatario, se adherirá al expediente.





	Con todo, en casos excepcionales y por resolución fundada el juez podrá ordenar que la notificación se practique por cédula, en los términos que contempla el inciso segundo del artículo 196.".





	5. Reemplázase el artículo 196 por el siguiente:





	"Artículo 196.- El testigo que no compareciere a la citación, notificada en la forma prevista en los incisos primero y segundo del artículo 195, será nuevamente notificado, esta vez por cédula, previo decreto judicial.





	La notificación la efectuará cualquier ministro de fe o empleado del tribunal comisionado para ello, y, excepcionalmente y por resolución fundada, un agente de la policía. El encargado de practicar la diligencia certificará el día y hora en que hubiera ejecutado la orden recibida o el inconveniente que haya impedido darle cumplimiento, de lo cual pondrá el secretario testimonio en autos.”.





	6. Reemplázase el artículo 248 por el siguiente:





	“Artículo 248. La citación a que se refiere el artículo precedente se hará en la forma prevenida en los artículos 194 y 195. Si el inculpado o procesado no compareciere, ésta se practicará en forma personal por cualquier ministro de fe o empleado del tribunal y contendrá el apercibimiento de que, si no comparece, se librará contra él orden de detención o de prisión, según los casos.”.





		7. Sustitúyese el artículo 260 bis por el siguiente:





	“Artículo 260 bis.- La policía podrá solicitar la identificación de cualquier persona en casos fundados, tales como la existencia de un indicio de que ella hubiere cometido o intentado cometer un crimen o simple delito, de que se dispusiere a cometerlo, o de que pudiere suministrar informaciones útiles para la indagación de un crimen o simple delito. La identificación se realizará en el lugar en que la persona se encontrare, por medio de documentos de identificación expedidos por la autoridad pública, como cédula de identidad, licencia de conducir o pasaporte. El funcionario policial deberá otorgar a la persona facilidades para encontrar y exhibir estos instrumentos.





	En caso de negativa de una persona a acreditar su identidad, o si habiendo recibido las facilidades del caso no le ha sido posible hacerlo, la policía la conducirá a la unidad policial más cercana para fines de identificación. Si no ha podido acreditar su identidad, se le darán en ese lugar facilidades para procurar una identificación satisfactoria por otros medios distintos de los ya mencionados. Si esto último no resultare posible, se ofrecerá a la persona ponerla en libertad de inmediato si autorizare por escrito que se le tomen huellas digitales, las que sólo podrán ser utilizadas para fines de identificación. 





	En cualquier caso que hubiere sido necesario conducir a la persona a la unidad policial, el funcionario que practique el traslado deberá informarle verbalmente de su derecho a que se comunique a su familia, o a la persona que indique, de su permanencia en el cuartel policial. Asimismo, no podrá ser ingresado en celdas o calabozos, ni mantenido en contacto con personas detenidas.





	La facultad policial de requerir la identificación de una persona deberá ejercerse de la forma más expedita posible. En caso alguno el conjunto de procedimientos detallados en los incisos precedentes podrá extenderse por un plazo mayor de cuatro horas.".





	8. Agrégase al artículo 264 el siguiente inciso segundo:





	"Si el aprehensor es un agente de policía, se tendrán como testimonios legalmente prestados sus declaraciones contenidas en las comunicaciones o partes que se envíen al tribunal, con la firma del funcionario aprehensor y la de su superior jerárquico. Si el juez estima estrictamente necesaria la comparecencia personal del funcionario policial, deberá adoptar las medidas para que sea atendido con preferencia a los demás citados y a primera hora de la audiencia respectiva.".





	Artículo 2º.- Introdúcese las siguientes modificaciones en la Ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias:





	1. Reemplázase el inciso primero del artículo 8º por el siguiente:





	"Artículo 8º.- El requerimiento de pago se notificará al ejecutado personalmente o por cédula, la que contendrá copia íntegra de la resolución y los datos necesarios para su acertada inteligencia. La notificación se efectuará por un receptor-visitador del mismo tribunal, por los asistentes sociales agregados o pertenecientes al Juzgado, por receptores de Juzgados de Letras, o, excepcionalmente y por resolución fundada, por funcionarios policiales, en el domicilio del ejecutado. Si éste no fuere habido, se procederá en la forma prevista en el inciso segundo del artículo 44 del Código de Procedimiento Civil, aun cuando no se hallare en el lugar del juicio.".





	2. Modifícase el artículo 9º en el siguiente sentido:





	a) Elimínase en el inciso primero la frase "en la forma establecida en el artículo 48 del Código de Procedimiento Civil", y





	b) Agrégase el siguiente inciso tercero, nuevo:


	“La notificación de las resoluciones a que se refiere el inciso primero se efectuará por carta certificada, dejándose testimonio en el expediente de que la persona fue notificada por este medio, de la fecha de entrega de la carta a la oficina de correos, la individualización de dicha oficina y el número del comprobante emitido por ella, el cual se adherirá al expediente a continuación del testimonio. La notificación se entenderá practicada al quinto día hábil siguiente a la fecha recién aludida. Si la carta certificada fuera devuelta por la oficina de correos por no haberse podido entregar al destinatario, se adherirá al expediente.".





	Artículo 3º.- Intercálase en el artículo 122 de la Ley Nº 17.105, sobre Alcoholes, Bebidas Alcohólicas y Vinagres, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto a ser cuarto, quinto y sexto, respectivamente:





	“Requerida la práctica de estos exámenes a detenidos que se encuentren bajo la custodia de funcionarios de Carabineros o de la Policía de Investigaciones, el responsable del establecimiento arbitrará todas las medidas necesarias para que los exámenes se efectúen en forma expedita y en el menor tiempo posible.”.





	Artículo 4º.- Agrégase al artículo 17 del decreto con fuerza de ley Nº 196, de 1960, Ley Orgánica del Servicio Médico Legal, el siguiente inciso segundo:





	"En caso de que deban someterse a exámenes, o curaciones que no hagan necesaria la hospitalización, personas que se encuentren detenidas bajo la custodia de funcionarios de Carabineros o de la Policía de Investigaciones, el responsable del establecimiento arbitrará todas las medidas necesarias para que los exámenes o curaciones se efectúen en forma expedita.".





	Artículo 5º.- Sustitúyese en la letra e) del artículo 3º de la ley Nº19.325, que establece normas sobre procedimiento y sanciones relativos a los actos de violencia intrafamiliar, la frase: “Las notificaciones podrán ser hechas por un funcionario del tribunal, receptor, notario público, oficial de Registro Civil o por carta certificada, según lo determine el tribunal.” por la siguiente:





	“Las notificaciones podrán ser hechas por un funcionario del tribunal como ministro de fe ad hoc, por un receptor, por un notario público u oficial del Registro Civil en aquellos lugares en que no exista receptor judicial, o por carta certificada, según lo determine el tribunal.”





	Artículo 6º.- El mayor gasto que pudiere irrogar la iniciativa durante el año 2000, será financiado con cargo a los respectivos presupuestos institucionales. Si no fueren suficientes, mediante transferencias del ítem 50-01-03-25-34.104 de la Partida del Tesoro Público.".





- - -











	Acordado en sesión celebrada el día 1º de agosto de 2000, con la asistencia de los HH. Senadores señores Sergio Díez Urzúa (Presidente), Enrique Silva Cimma y Enrique Zurita Camps y  HH. Diputados señores Sergio Elgueta Barrientos, Alberto Espina Otero y Zarko Luksic Sandoval.











	Sala de la Comisión Mixta, a 8 de agosto de 2000.




































































	                     JOSE LUIS ALLIENDE LEIVA


		                                      Secretario
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